Omar de Jesús Hernández García  Vs Colpensiones. Rad. 66001-31-05-005-2019-00053-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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Omar de Jesús Hernández García
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Colpensiones.

Proceso:

Acción de Tutela 

Juzgado de Origen:
Juzgado Quinto Laboral de Circuito

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / MÍNIMO VITAL / PENSIÓN DE INVALIDEZ / IMPROCEDENCIA GENERAL DE LA TUTELA PARA RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL / PERJUICIO IRREMEDIABLE / CARGA PROBATORIA DEL ACCIONANTE.
De acuerdo con la jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.
Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, la Alta Magistratura Constitucional ha indicado, que con relación a aquéllas personas que solicitan una pensión de invalidez, se presume la generación del perjuicio irremediable, en la medida que hay compromiso del mínimo vital, si se tiene en cuenta que la discapacidad para trabajar conlleva, por obvias razones, la dificultad de subvenir, con la propia actividad, los medios de subsistencia de quien ha caído en tal estado. (…)

Si bien corresponde considerar la condición de sujeto de especial protección que ostenta en actor en su condición de persona con discapacidad y de avanzada edad -71 años-, debe decir la Sala que este asunto no presenta la presunción de la existencia de perjuicio irremediable del que habla la Corte Constitucional en los eventos en que la prestación reclamada vía tutela sea la pensión de invalidez, pues de acuerdo con la historia laboral, el señor Hernández García no efectúa cotizaciones desde el ciclo de enero de 2014, es decir, hace más de cinco que se encuentra inactivo en el sistema pensional, lo que sugiere que su mínimo vital no es el motivo que lo lleva a utilizar esta acción, sin que sea suficiente para desvirtuar la eficacia del proceso ordinario la referencia que sobre su difícil situación económica se hace en la declaración extrajuicio allegada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintisiete de marzo de dos mil diecinueve
Acta N° 0____ de 27 de marzo de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada por el señor OMAR DE JESÚS HERNANDEZ GARCÍA contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el día 18 de febrero de 2019, dentro de la acción de tutela iniciado por éste contra COLPENSIONES.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Refiere el señor Omar de Jesús Hernández García que nació el 5 de agosto de 1948; que luego de ser calificado por la Junta de Calificación de Invalidez con un 54.92% de pérdida de capacidad laboral de origen común estructurada el 18 de febrero de 2016, solicitó a Colpensiones el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, prestación que fue negada mediante resolución SUB 309822 del 28 de noviembre de 2018, al evidenciar que en los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez no acreditó 50 semanas de cotización.  Contra ésta decisión interpuso los recursos legales, acudiendo a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa; sin embargo la entidad se mantuvo en la negativa al percibir que tampoco alcanza las semanas de cotización prevista en la Ley 100 de 1993 en su versión original.
Sostiene que es merecedor a la prestación reclamada dado que entre el 4 de diciembre de 1980 y el 31 de enero de 2014 tiene a su favor un total de 819,29, semanas con las que cumple con creces las requeridas por el Acuerdo 049 de 1990, por lo que la negativa de la entidad accionada le acarrea un perjuicio irremediable en la medida en que atenta con los derechos fundamentales al mínimo vital, dignidad humana, seguridad social y a la igualdad, en tanto que se le priva de disfrutar de la pensión desconociendo el precedente de las Altas Cortes.
Sostiene que atraviesa una difícil situación económica que sumada a la actual condición médica y su avanzada edad, tornan ineficaz el mecanismo ordinario previsto por el legislador para solicitar prestaciones de la seguridad social, siendo ésta la razón acude al juez de tutela para que sean protegidas sus garantías constitucionales y como consecuencia, se ordene a Colpensiones reconocer la pensión de invalidez en aplicación el principio de la condición más beneficiosa.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado a Colpensiones por dos días, para que ejerciera su derecho de defensa.

En comunicación de fecha 8 de febrero del año que avanza, Colpensiones se pronunció haciendo notar el carácter subsidiario de la acción de tutela para indicar que deben ser los medios ordinarios de defensa judicial los llamados a determinar la procedencia del derecho que reclama la peticionaria, pues ha sido enfática la Corte Constitucional en sostener que la acción de tutela no es la llamada a reconocer derechos laborales.

Precisa entonces que el juez constitucional no es competente para realizar un análisis de fondo frente a la solicitud pensional del actor, máxime cuando lo que pretende es desnaturalizar el mecanismo excepcional para lograr el reconocimiento de derechos cuyo reconocimiento está a cargo de la justicia laboral, pues el trámite en sede administrativa fue superado.
Finalmente hace notar la obligación de los jueces constitucionales de defender el patrimonio público de Colpensiones, evitando ordenar prestaciones que no tienen el lleno de los requisitos legales.
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer declaró improcedente la acción de tutela al advertir que no se encuentra acreditados los requisitos de inmediatez y subsidiariedad para conceder, por esta vía, prestaciones derivadas de la seguridad social, pues el competente para ello es el juez laboral dentro del trámite del proceso ordinario, máxime cuando la controversia planteada reviste un debate ajeno al constitucional, en tanto que el actuar de Colpensiones no se evidencia negligente o vulnerador de sus derechos, sino respetuoso de la legislación que regula la materia. 
Reprochó la tardanza del actor en reclamar la pensión de invalidez, dado que más de un año después de la decisión que niega la prestación, retoma nuevamente la vía administrativa sin ninguna justificación, cuando debió acudir a la jurisdicción laboral, omisión que trae consigo la desnaturalización de la presente acción como mecanismo principal para resolver el asunto puesto a consideración del Juzgado.

Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los señalados en el libelo inicial, para justificar la procedencia de la acción de tutela, señalando adicionalmente la necesidad de que el juez de tutela defina su derecho pensional, dado que la jurisdicción laboral, en este Distrito Judicial no reconoce la prestación pretendida, en los términos establecidos por la Corte Constitucional.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación derivada de la seguridad social?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

De acuerdo con la jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO IRREMEDIABLE 

Frente a la acreditación del perjuicio irremediable, la Alta Magistratura Constitucional ha indicado, que con relación a aquéllas personas que solicitan una pensión de invalidez, se presume la generación del perjuicio irremediable, en la medida que hay compromiso del mínimo vital, si se tiene en cuenta que la discapacidad para trabajar conlleva, por obvias razones, la dificultad de subvenir, con la propia actividad, los medios de subsistencia de quien ha caído en tal estado
. 

También ha dicho esa Corporación que, “la condición de disminuido físico, sensorial o psíquico – que subyace a la calificación médica de pérdida de la capacidad laboral como presupuesto del reconocimiento del derecho a la pensión de invalidez-, coloca a la persona afectada bajo la órbita del derecho a la igualdad y la hace acreedora de una protección especial del Estado por encontrarse en circunstancias de debilidad manifiesta”
.   

3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende el actor que a través de éste mecanismo excepcional se le reconozca y pague la pensión de invalidez, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, toda vez que cuenta con una pérdida de capacidad laboral equivalente al 54.92% estructurada el 18 febrero de 2016 y 819.29 semanas efectivamente cotizadas entre el 4 de diciembre de 1980 y el 31 de enero de 2014.
Si bien corresponde considerar la condición de sujeto de especial protección que ostenta en actor en su condición de persona con discapacidad y de avanzada edad -71 años-, debe decir la Sala que este asunto no presenta la presunción de la existencia de perjuicio irremediable del que habla la Corte Constitucional en los eventos en que la prestación reclamada vía tutela sea la pensión de invalidez, pues de acuerdo con la historia laboral, el señor Hernández García no efectúa cotizaciones desde el ciclo de enero de 2014, es decir, hace más de cinco que se encuentra inactivo en el sistema pensional, lo que sugiere que su mínimo vital no es el motivo que lo lleva a utilizar esta acción, sin que sea suficiente para desvirtuar la eficacia del proceso ordinario la referencia que sobre su difícil situación económica se hace en la declaración extrajuicio allegada.
En consideración con lo anterior, le correspondía traer al plenario más que una declaración extrajuicio en la que hiciera referencia a la difícil situación económica, pues debía demostrar que, en efecto, tiene obligaciones a su cargo que no puede cumplir debido a su condición de disminuido físico.    
Y si a más de lo anterior se tiene que para descalificar el proceso ordinario como mecanismo eficaz para lograr su propósito señala la tardanza de la jurisdicción laboral para resolver de manera definitiva esta clase de asuntos, lo cierto es que desde el 25 de julio de 2016 fue calificado por la Junta de Calificación de Invalidez y sólo hasta el 28 de agosto de 2018 procedió a reclamar la pensión de invalidez, lo que indica que ha sido su inactividad la que ha impedido que la justicia laboral defina si le asiste o no derecho a la pensión de invalidez.
Es así entonces, que al no evidenciarse la ocurrencia del perjuicio irremediable al que recurre el actor para validar la intervención del juez de tutela, deba acudir a jurisdicción laboral, para que, luego de un debate jurídico, ésta decida con fundamento en los elementos de juicio que permitan aclarar la verdadera situación del derecho reclamado, pues en este asunto, mientras la parte actora solicita la aplicación del principio constitucional de la condición más beneficiosa en orden a que se reconozca a su favor la gracia pensional, en consideración al hecho de que acredita 819.26 en toda su vida laboral, la llamada a juicio niega la prestación, bajo el argumento que el tutelante debe acreditar los requisitos establecidos en la norma vigente al momento de estructurarse la invalidez.  

En el anterior orden de cosas, es claro que el conflicto planteado más que un asunto constitucional, lo que representa es la definición de la ley que regula el derecho reclamado, lo cual es de total competencia del juez ordinario.

En síntesis debe el actor acudir al juez natural, para que luego de un amplio debate probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, se determine la procedencia o no de la prestación que reclama, por lo que se confirmará la declaratoria de improcedencia de la acción de tutela declara en primera instancia.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 18 de febrero de 2019.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES 
     ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En compensación de Hábeas Corpus

     En uso de permiso
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
� T-371 de 1996, T-78 de 1998, T-476 de 2001, T-1083 de 2001 y T-634 de 2002


� T-453/11


� T-144 de marzo 30 de 1995, M. P. Antonio Barrera Carbonell.
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